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Presentación 

La Universidad Autónoma de Baja California a través del Instituto de Investigaciones Sociales y 

el Cuerpo Académico de Estudios Sociales; La H. XX Legislatura del Estado de Baja California a 

través de las Comisiones de Desarrollo Social, de Derechos Humanos, y de Grupos Vulnerables, 

Asistencia Social y Protección Civil y la Coalición pro Defensa del Migrante A. C., La procuraduría 

de los Derechos Humanos y Protección Ciudadana y la  Facultad de Derecho Tijuana, 

convocaron a dos Foros Ciudadano de presentación de propuestas denominado Ley Estatal de 

Protección y Atención a Migrantes de Baja California, mismo que se realizó el día jueves 22 de 

septiembre y el  9 de diciembre del 2011. 

El propósito de estos foros fue el de propiciar un diálogo entre organizaciones de la 

sociedad civil, académicos y representantes sociales para proponer y discutir los elementos que 

debe tener una Ley tendiente a la protección y atención a los migrantes en Baja California a 

partir de señalamientos concretos de problemas identificados y su posible solución.   

  

PRIMER FORO 
Como estaba previsto, el Foro se llevó a cabo en el Instituto de Investigaciones Sociales,  en la 

UABC Mexicali entre las 8:30 y 14.00 horas. En la apertura se presentó una conferencia 

magistral por parte del Dr. Antonio Meza Estrada, ex cónsul de México en Detroit y El Paso 

Texas, quien desarrolló el tema sobre menores migrantes. 

Posteriormente se presentaron tres paneles de propuestas con los siguientes panelistas: 

 Primer Panel de Propuestas 

José Ignacio Sigala Quintero Movilidad Humana de Pastoral Social de la Diócesis de 

Mexicali; Raúl Ramírez, Comisión  Derechos Humanos del Noroeste; José Luis Jaral, 

Comité  Binacional de Derechos Humanos. 

 

 Segundo panel de propuestas                            

Hugo Castro, Ángeles sin Fronteras EUA; Leonor Maldonado Meza, profesora de la 

UABC; Javier Bonilla, profesor de la UABC; Gabriela Ruiz Agila, Maestría en 

Administración Pública.      

 

 Tercer panel de propuestas 

Enrique Priego Mendoza, investigador de la UABC; Sergio Tamai Quintero, Ángeles Sin 

Fronteras; Arturo Meza, coordinador del Centro de Apoyo al Trabajador Migrante y José 

A. Moreno Mena. 



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

También se recibieron tres ponencias escritas que no fueron leídas pero si incorporadas 

a este resumen. Los autores fueron David Rocha, profesor de la UABC; María Magdalena 

Fuentes Camarena, activista independiente y Norma Fimbres Durazo, investigadora de la UABC. 

Se tuvo la asistencia de 70 personas entre, funcionarios, académicos, estudiantes, 

público general  y panelistas. 

SEGUNDO FORO 

El segundo  Foro se llevó a cabo en la sala de conferencias de la Facultad de Derecho, campus 

Tijuana,  en la UABC Mexicali entre las 9:00y 14.00 horas.  

Se presentaron tres paneles de propuestas con los siguientes panelistas: 

 Primer Panel de Propuestas 

 Lic. Heriberto García García. P.D.H.,  

Dr. Rodolfo Cruz Piñeyro, Colef 

Padre Luiz Kendzierski, Casa del Migrante en Tijuana, A.C. 

Lic. Gabriela Navarro Peraza, C.N.D.H. 

 

 Segundo panel de propuestas                            

 C. Ocario Vázquez García, Módulo de Atención al Migrante Chiapaneco, T.S. Mary 

Galván Romero, Instituto Madre Assunta,  

 Tercer panel de propuestas 

Dr. David Rocha Romero, Profesor de la UABC Mtro. Noé López Zúñiga, Facultad de 

Derecho, UABC Campus Tijuana 

Mtro. Francisco Javier Bonilla Vázquez, Profesor de la UABC 

Se recibieron dos ponencias escritas que no fueron leídas pero si incorporadas a este 

resumen. Los autores fueron David Rocha, profesor de la UABC; Se tuvo la asistencia de 60 

personas entre, funcionarios, académicos, estudiantes, público general  y panelistas. 

Para la elaboración del presente documento se procedió a identificar las coincidencias 

fundamentales en las participaciones de los panelistas, el conjunto de  problemáticas en torno 

al migrante como exposición de motivos, finalmente, contenidos específicos posibles de 

incorporar en la elaboración de la Ley. Cabe agregar que, se anexa en un archivo aparte,  las 

ponencias escritas presentadas en el foro. 



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

 

 

Coincidencias fundamentales  

Hay consenso en la necesidad de crear una ley de protección y apoyo al migrante en Baja 
California, distinta a la Federal, pero en concordancia con esta, con énfasis en los migrantes de 
transito y los deportados. 

1. Debe estar acorde con los instrumentos jurídicos internacionales firmados y ratificados 

por México en la materia. 

2. La ley deberá reconocer que el tema es inherente al campo de los Derechos Humanos. 

3. Esta ley deberá garantizar los derechos y obligaciones de todos los migrantes que llegan 

al Estado de Baja California. 

4. Deberá ser inclusiva, incorporar a todos los actores que tienen que ver con el fenómeno 

migratorio. 

5. Deberá reconocer la labor humanitaria que desarrollan las organizaciones de la sociedad 

civil en pro de los migrantes. Por lo tanto, debe incluir mecanismos que lleven a apoyos 

financieros a las organizaciones civiles que desarrollan acciones sin fines de lucro hacia 

los migrantes. 

6. Deberá tener en cuenta la edad y el género de los migrantes que visualice las 

necesidades específicas de cada población, especialmente de las mujeres, los niños y las 

niñas.   

7. Tendrá que ser una ley que garantice la transversalidad para la concurrencia de los tres 

órdenes de gobierno. 

8. Deberá crear una entidad con capacidad jurídica, conformado por representantes de los 

sectores público, privado y social, la cual deberá formular y aplicar políticas de atención 

a migrantes. Asimismo, tendrá que crear una entidad operativa, que tienda a ejecutar 

las acciones, políticas y programas estatales en materia de atención a migrantes. 

9. Deberá incluir anualmente en el presupuesto de egresos del Estado que envía al 

Congreso del Estado los recursos necesarios para la ejecución y cumplimiento de los 

objetivos y metas establecidos en materia de políticas públicas para los migrantes y sus 

familias, así como los apoyos que beneficien a las organizaciones civiles especializadas 

en atención a la población migrante deportada y en tránsito. 

10. Debe contemplar mecanismos de transparencia y acceso a la información como de 

rendición de cuentas. 

 



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

 

 

Concentrado de propuestas y aportes 

Se propone que la ley deberá tener como índice que la oriente: 

1) Exposición de motivos. La exposición mencionada debe aparecer en el texto de la ley; la 

exposición es parte integral del texto obligatorio expresado en el articulado, 2) Articulado: 

Expresar en primer término: Los objetivos de la ley, 3) Glosario, 4) derechos y obligaciones de 

los migrantes, 5) De la concurrencia de competencias entre Estado y Ayuntamiento. 6) De la 

participación pública (social) en los programas de atención a emigrantes, 7) De la oficina de 

atención al migrante, 8) Del registro de emigrantes, 9) De las autoridades, 10) Sanciones 

(Priego, 2011). 

Exposición de motivos para  la creación de una ley de protección al 

migrante 

Los movimientos migratorios que se registran en la actualidad, no son un producto del siglo XX, 

mujeres y varones han abandonado sus comunidades de origen en la búsqueda de mejores 

condiciones de vida. En la actualidad la diferencia recae en que el flujo de migrantes es superior 

al de cualquier otro período en la historia de la humanidad. No hay ningún continente, región o 

país en el mundo donde no se registren movimientos migratorios. México es uno de los pocos 

países que presenta una dualidad consistente en ser emisor y receptor de migrantes, 

convirtiéndose en un país de tránsito y como un lugar de estancia temporal o permanente de 

migrantes que no lograron la meta de internarse en el territorio de los Estados Unidos (Bonilla, 

2011). 

Las problemáticas de mujeres y menores migrantes 

En las últimas décadas se ha incrementado la migración de mujeres que tienen como destino 

Estados Unidos. Ellas no únicamente emigran de sus lugares de origen por seguir a sus parejas, 

hermanos o hijos. Son cada vez más las que emigran por cuestiones laborales. Las que por 

decisión propia buscan mejores empleos y salarios. Dentro de la ola creciente de mujeres 

migrantes, el contingente de las indígenas se incrementa, cuya vulnerabilidad es aún mayor 

(Rocha, 2011).  



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

Cifras oficiales del Consejo Nacional de Población (CONAPO) y del Instituto Nacional de 

Migración (INM), revelan que en los últimos siete años se ha duplicado el número de menores 

migrantes que son repatriados anualmente de Estados Unidos a México, y de México a diversos 

países centroamericanos (Maldonado, 2011). 

Tan sólo en los últimos tres años (de 2007 a octubre del 2009), el gobierno federal 

reporta 106 mil 445 niñas, niños y adolescentes migrantes repatriados a sus países de origen, 

de los cuales 59 mil 864 no contaban con la compañía de un familiar adulto, correspondiendo la 

cantidad de 49 mil 697 a menores migrantes no acompañados que fueron regresados de 

Estados Unidos a México, y 10 mil 167 a los menores sin compañía que fueron devueltos de 

México a Guatemala, Honduras, El Salvador y Nicaragua (Maldonado, 2011). 

Y si bien los menores migrantes y las mujeres son considerados como uno de los grupos 

de mayor vulnerabilidad a nivel mundial, dentro de este grupo quienes enfrentan los mayores 

riesgos, son los menores migrantes que luego de ser asegurados por las autoridades migratorias 

son devueltos solos a sus países de origen, y más en el caso de niñas y jovencitas que en los 

últimos tres años han superando el 25% del total de repatriaciones de menores no 

acompañados (Maldonado, 2011). 

Por lo que se refiere a la frontera norte de México, un estudio presentado en 

septiembre del 2009 por la CNDH, denominado “Políticas letales, muros mortales”, da cuenta 

de las situaciones por las que atraviesan los menores migrantes en su intento por internarse y 

asentarse en los Estados Unidos, así como de los peligros que enfrentan una vez que son 

asegurados y regresados a México por las autoridades migratorias de ese país (Maldonado, 

2011). 

El informe documenta casos de menores de edad que son usados por bandas criminales 

como conductores de vehículos cargados de gente, sustancias ilícitas y contrabando, con el 

objeto de evadir las severas sanciones previstas para estos delitos en la legislación penal 

estadounidense. Esto –señala el estudio–, presenta graves peligros para los menores, lo que 

confirma el dato de que uno de cada cinco niños que pasa de contrabando nunca llega a 

contactar a sus familiares que lo esperaban (Maldonado, 2011). 

El estudio de la CNDH, agrega que en los últimos años se ha reportado una tendencia a 

la alza en el número de cuerpos de niños encontrados sin vida en el cruce fronterizo México-

Estados Unidos, por lo que las autoridades consulares estiman que los menores de edad tienen 

3.4 veces más probabilidad de morir en un accidente en su trayecto hacia su lugar de destino en 

la territorio estadounidense, que cualquier otro grupo de migrantes (Maldonado, 2011). 

Según el documento “Infancia y conflicto armado en México”, elaborado por la Red para 

los Derechos de la Infancia en México (REDIR) el narcotráfico utiliza a los menores de 12 años 



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

como vigilantes o “halcones”, mientras que a los de 12 a 15 años los emplea en el traslado de 

droga. Se calcula participación de entre 25 mil y 30 mil adolescentes en la llamada “guerra” 

contra el narcotráfico y “actualmente 35 mil niños y jóvenes operan con pandillas 

trasnacionales como la Mara Salvatrucha y Los Zetas, mientras que la M-18, que opera en 

conjunto con el cártel de Sinaloa, enrola alrededor de 8 mil niños y jóvenes”(Ruiz, 2011). 

Por otro lado, un estudio de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión 

encontró que en el 2008 más de 13 mil 500 menores migrantes repatriados de los Estados 

Unidos hacia nuestro país, permanecieron en las ciudades fronterizas por donde fueron 

regresados, la mayoría de ellos sobreviviendo en las calles en condiciones precarias, en donde 

son prácticamente acorralados por las peligrosas redes de delincuentes que operan en la 

frontera (Maldonado, 2011). 

Este hallazgo se corrobora con los datos oficiales sobre los lugares de origen de los 

menores repatriados, pues el 81% de estos menores no son originarios del municipio por donde 

son regresados a México, en tanto que un 77% de estos menores no son siquiera residentes del 

Estado por donde fueron re internados1 (Maldonado, 2011). 

La situación anteriormente descrita ocurre particularmente en Estados como Sonora, ya 

que a través de sus fronteras son regresados anualmente más del 40% del total de los menores 

migrantes no acompañados, de los cuales tan sólo 1 de cada 10 es originario o residente de esta 

entidad federativa, presentándose un fenómeno similar, aunque en menor medida, en el resto 

de los Estados del norte y noroeste de México (Maldonado, 2011). 

Es por ello que los gobiernos locales han creado programas, destinado recursos y 

construido albergues, para la atención a menores repatriados con el objeto de vigilar su 

resguardo y restablecimiento físico, ubicar a sus familiares y lograr su regreso sano y salvo a 

casa (Maldonado, 2011). 

Muchos de los migrantes internacionales al ingresar de nuevo al país al que pertenecen 

carecen de documentos probatorios, o bien, traen consigo sólo el acta de nacimiento que los 

identifica de haber nacido en otro país, pero sus padres son mexicanos (Fimbres, 2011). 

Este es uno de los grandes problemas a los que se enfrentan los niños y los jóvenes 

migrantes al regresar al país, al no ser admitidos en las escuelas por no contar con el acta de 

nacimiento o bien con la doble ciudadanía como mexicanos-americanos (Fimbres, 2011). 

Es un problema la falta de conocimiento sobre el derecho a la educación que tienen 

padres y tutores para exigir sus derechos. Los niños y los jóvenes por requisitos no 

                                                           
1
  Véase: http://www.alfonsoeliasserrano.com/?p=489  

http://www.alfonsoeliasserrano.com/?p=489


  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

contemplados en las leyes de educación, pierden el año escolar y mientras tanto trabajan o 

vagabundean por las calles. A pesar de tener constitucionalmente derecho a estar en un salón 

de clases (Fimbres, 2011). 

Esta problemática, por la gran cantidad de niños y jóvenes migrantes que ingresan al 

Estado de Baja California tanto nacionales como los internacionales, debe ser considerada y 

plasmarse de manera específica en la Ley de Educación del Estado de Baja California. Baja 

California por su condición de Estado fronterizo debe marcar pauta y hacer realidad la filosofía 

que marca en el artículo tercero y sexto (Fimbres, 2011). 

La población indígena (Rocha, 2011) 

Las características de los migrantes mexicanos se transforman, cada vez más de origen urbano, 

con mejores niveles educativos, más mujeres y niños, etcétera; al mismo tiempo, se consolida 

la presencia de inmigrantes de origen rural y se incrementan los que vienen del sur-sureste, 

Estados con importante presencia de comunidades indígenas 2 (Rocha, 2011). 

Las indígenas sufren en mayor medida los efectos negativos de la desigualdad 

estructural: mínima o nula instrucción académica, bajo conocimiento del español, pobreza 

extrema, precaria salud, etcétera. Parecen ser las rezagadas en una sociedad que busca 

modernizarse sobre cimientos endebles (Rocha, 2011). 

Las indígenas son objeto de violencia y discriminación por parte de amplios sectores de 

la sociedad, del crimen organizado y peor aún de las autoridades. El hecho de que las 

instituciones, entendidas como las reglas del juego que someten a los individuos, violenten los 

derechos de estas mujeres, nos habla de una violencia institucional, arraigada en parámetros 

culturales (las instituciones informales, como el machismo). La migración de las mujeres 

indígenas al norte no sólo se enfrenta a los problemas crecientes de una mayor vigilancia de la 

frontera sur estadounidense, con sus daños colaterales, como los cruces más riesgosos y el 

creciente número de muertes y secuestros de migrantes; sino a la violencia y discriminación 

institucional. Para que desaparezca la violencia y discriminación ejercida desde el Estado, se 

deben cambiar las reglas sociales del juego o pautas de conducta (sustentadas en patrones 

culturales), no únicamente las jurídicas como las normas o leyes. Estamos hablando de cambios 

profundos (Rocha, 2011). 

                                                           
2
 Fuente: Estimaciones de CONAPO con base en STyPS, CONAPO, INM, SRE y EL COLEF, Encuesta sobre Migración 

en la Frontera Norte de México (EMIF NORTE), 1994-1995, 1998-1999, 1999-2000, 2000-2001, 2001-2002, 2002-
2003, 2003-2004, 2004-2005, 2005-2006, 2006-2007 y 2007-2008. Disponible en: 
http://www.conapo.gob.mx/index.php?option=com_content&view=article&id=324&Itemid=357. Consultado el 13 
de agosto de 2011. 

http://www.conapo.gob.mx/index.php?option=com_content&view=article&id=324&Itemid=357


  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

Muchas autoridades que debieran ayudar a sortear las vicisitudes del proceso 

migratorio, violan los derechos humanos de las indígenas, potenciando con esto, la violencia de 

la que son víctimas (Rocha, 2011). 

Baja California en el contexto de la frontera norte (Aporte de la Coalición Pro 

defensa del Migrante, 2011, Rodolfo Cruz Piñeiro, Heriberto García Garcia). 

Baja california ha sido y es  un estado de migrantes. Antes de ser estado ya era una tierra de 

migrantes. Mucho antes de la colonia, los individuos que la poblaban también emigraban 

internamente. Actualmente se estima que de cada 10 personas menos de la mitad han nacido 

en este estado. En el estado hay población que es migrante o ha sido migrante o sus padres lo 

fueron. Por ejemplo Tijuana no se explicaría sin la migración. Baja California es un estado que 

tiene relación con la migración de origen, transito y retorno. Actualmente este es el fenómeno 

que predomina, el migrante que no pudo volver a cruzar hacia Estados Unidos, decidió 

quedarse a radicar aquí. Bajacaliforniano y migrante debería ser sinónimo (García, 2011). La 

migración debe verse como una oportunidad y no como un problema para nuestra entidad. 

De los eventos de repatriación desde EUA mantienen un promedio anual superior a los 

500 mil. Los Estados de Baja California, Sonora y Chihuahua concentraron casi el 90 % del total 

de las deportaciones de los Estados Unidos en la década 2000-2010. Actualmente, en lo que va 

de 2011, estos mismos estados concentran un 61% y el resto de eventos de repatriación se dan 

en la zona del noreste. (Coalición Pro defensa del Migrante, 2011). Aunque hay que aclarar que 

desde el 2007 ha venido descendiendo el numero de migrantes procedentes del sur que 

pretenden cruzar hacia Estados Unidos, en el 2007 según la EMIF variaban de 200 a 250 mil, en 

el 2010 bajo entre 150 y 100 mil (Cruz Piñeiro, 2011) 

Baja California actualmente es el Estado por donde se presentan el mayor número de 

eventos de deportación aproximadamente 200,000 por año. Siendo Tijuana una de las ciudades 

con el mayor número. Mexicali comienza a tener promedios de 200 deportaciones diarias 

(Coalición Pro defensa del Migrante, 2011). 

A Baja California han llegado 138,160  personas a residir en los últimos 5 años (29 999 

personas a Tijuana y el resto a los otros municipios)  de las cuales el 10.8 proceden de Estados 

Unidos (Cruz Piñeiro, 20011). La llegada de nuevos inmigrantes al estado trae Implicaciones 

socioeconómicas en los siguientes rubros: salud, educación, vivienda, economía, derechos 

humanos, seguridad pública y entorno familiar. Lo que obliga a una necesaria coordinación 

entre los gobiernos federales, estatales, municipales y la sociedad civil para construir un 

programa de Atención y Protección al Migrante que contemple: salud, educación, seguridad 

pública, servicios jurídicos, empleo y economía familiar, derechos humanos, cultura y 

socialización (Cruz Piñeiro, 2011) 



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

Política de control migratorio estadunidense y sus repercusiones (aporte 

de Jaral y Coalipro )  

El control migratorio desarrollado por las autoridades estadounidenses durante la última 

década como el Operativo Guardián en San Diego y la frontera California-Baja California ha 

traído mayor vulnerabilidad a los migrantes que pretenden cruzar la línea para ir a trabajar 

hacia Estados Unidos pero que se quedan estancados en las ciudades de la frontera. De igual 

manera, la intensificación de los controles en las zonas tradiciones de cruce migratorio provocó 

una diversificación de rutas nuevas, sobre todo en zonas más inhóspitas y de difícil acceso, lo 

que ha puesto a los migrantes en gran peligro debido a la confluencia de organizaciones 

criminales y del narcotráfico en esos lugares (Coalición Pro defensa del Migrante, 2011). 

Los migrantes al dejar a sus familias y seres queridos que a pesar de arriesgar sus vidas 

al cruzar a los Estados Unidos por alcanzar el sueño americano y un mejor bienestar para sus 

familiares, muchos mueren en el intento por diferentes factores como climas extremosos frío, 

calor, otros ahogados en canales o en manos polleras, o patrulla fronteriza, caza migrantes 

(Jaral, 2011). 

La intensificación de los controles migratorios en Estados Unidos a partir del 11/09 ha 

creado una política de securitización donde el tema migratorio ha sido puesto en la agenda de 

seguridad nacional en el mismo nivel que el narcotráfico y el terrorismo, criminalizando de 

facto a toda aquella persona que se interne de forma irregular a territorio estadunidense 

(Coalición Pro defensa del Migrante, 2011). 

En el interior de la Unión Americana, las redadas en las vías públicas, en los empleos se 

han intensificado por la acción de los programas 287(g) Criminal Alien Program (CAP) y el 

Programa así como el Programa de Comunidades Seguras3; las detenciones de indocumentados 

que retornan voluntariamente hacia México y el clima de control migratorio que se lleva a cabo 

en los Estados no fronterizos, están generando una cantidad importante de deportaciones. Y 

pesar de que diversos analistas mencionen que la migración hacia Estados Unidos ha sufrido 

una disminución importante en los últimos dos años, la realidad es que siguen llegando a 

nuestro Estado población mexicana y extranjera con el propósito de cruzar hacia Estados 

Unidos (Coalición Pro defensa del Migrante, 2011). 

Estas personas enfrentan violaciones graves de sus derechos, tanto por las condiciones 

de detención que deben enfrentar (comida no adecuada o limitada, agua excesivamente 

                                                           
3
 El CAP ya existía  desde 2007, el Programa 287 (g) es el nombre de la sección de la Ley Inmigración y Nacionalidad  

que fue incluida en 1996.  El  programa Comunidades Seguras nació en el 2008 
Al respecto véase el interesante artículo de Keaney y Preciado (2011) en la Revista Migrantes, Año XVII, Enero-
Marzo 2011.  



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

caliente para el baño, calefacción en temporadas cálidas y refrigeración en temporada 

invernal), como por las recurrentes faltas al debido proceso (falta de asignación de abogado, 

que aunque no es obligatorio en Estados Unidos para los procesos migratorios si es parte de los 

estándares internacionales, así como la posibilidad de contar con un intérprete durante el 

proceso de detención, y el apoyo consular (Coalición Pro defensa del Migrante,2011). 

Todas esas situaciones nuevas han impactado la demanda de servicios para la atención 

de los migrantes especialmente en las zonas de mayor deportación y en las emergentes 

(Coalición Pro defensa del Migrante, 2011). 

Política de control migratorio estadunidense y sus repercusiones 

El control migratorio desarrollado por las autoridades estadounidenses durante la última 

década como el Operativo Guardián en San Diego y la frontera California-Baja California ha 

traído mayor vulnerabilidad a los migrantes que pretenden cruzar la línea para ir a trabajar 

hacia Estados Unidos pero que se quedan estancados en las ciudades de la frontera. De igual 

manera, la intensificación de los controles en las zonas tradiciones de cruce migratorio provocó 

una diversificación de rutas nuevas, sobre todo en zonas más inhóspitas y de difícil acceso, lo 

que ha puesto a los migrantes en gran peligro debido a la confluencia de organizaciones 

criminales y del narcotráfico en esos lugares (Coalición Pro defensa del Migrante, 2011). 

Los migrantes al dejar a sus familias y seres queridos que a pesar de arriesgar sus vidas 

al cruzar a los Estados Unidos por alcanzar el sueño americano y un mejor bienestar para sus 

familiares, muchos mueren en el intento por diferentes factores como climas extremosos frío, 

calor, otros ahogados en canales o en manos polleras, o patrulla fronteriza, caza migrantes 

(Jaral, 2011). 

La intensificación de los controles migratorios en Estados Unidos a partir del 11/09 ha 

creado una política de securitización donde el tema migratorio ha sido puesto en la agenda de 

seguridad nacional en el mismo nivel que el narcotráfico y el terrorismo, criminalizando de 

facto a toda aquella persona que se interne de forma irregular a territorio estadunidense 

(Coalición Pro defensa del Migrante, 2011). 

En el interior de la Unión Americana, las redadas en las vías públicas, en los empleos se 

han intensificado por la acción de los programas 287(g) Criminal Alien Program (CAP) y el 

Programa así como el Programa de Comunidades Seguras4; las detenciones de indocumentados 

que retornan voluntariamente hacia México y el clima de control migratorio que se lleva a cabo 
                                                           
4
 El CAP ya existía  desde 2007, el Programa 287 (g) es el nombre de la sección de la Ley Inmigración y Nacionalidad  

que fue incluida en 1996.  El  programa Comunidades Seguras nació en el 2008 
Al respecto véase el interesante artículo de Keaney y Preciado (2011) en la Revista Migrantes, Año XVII, Enero-
Marzo 2011.  



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

en los Estados no fronterizos, están generando una cantidad importante de deportaciones. Y 

pesar de que diversos analistas mencionen que la migración hacia Estados Unidos ha sufrido 

una disminución importante en los últimos dos años, la realidad es que siguen llegando a 

nuestro Estado población mexicana y extranjera con el propósito de cruzar hacia Estados 

Unidos (Coalición Pro defensa del Migrante, 2011). 

Estas personas enfrentan violaciones graves de sus derechos, tanto por las condiciones 

de detención que deben enfrentar (comida no adecuada o limitada, agua excesivamente 

caliente para el baño, calefacción en temporadas cálidas y refrigeración en temporada 

invernal), como por las recurrentes faltas al debido proceso (falta de asignación de abogado, 

que aunque no es obligatorio en Estados Unidos para los procesos migratorios si es parte de los 

estándares internacionales, así como la posibilidad de contar con un intérprete durante el 

proceso de detención, y el apoyo consular (Coalición Pro defensa del Migrante,2011). 

Todas esas situaciones nuevas han impactado la demanda de servicios para la atención 

de los migrantes especialmente en las zonas de mayor deportación y en las emergentes 

(Coalición Pro defensa del Migrante, 2011). 

La necesidad de legislar 

Ante el alto flujo migratorio de connacionales y extranjeros por el país ha provocado que los 

Estados de la República participen activamente en el tema migratorio para poder satisfacer las 

demandas de la sociedad y de organizaciones no gubernamentales mediante la definición y el 

establecimiento de nuevas políticas de índole migratorio encaminadas a la atención de los 

migrantes, sus familias y en general a ordenar los flujos migratorios que cruzan por los 

territorios de los Estados colindantes con la frontera sur de la Unión americana (Bonilla, 2011), 

lo que ha provocado que dichos Estados, se conviertan por las limitantes impuestas por el 

gobierno federal estadounidense, en Estados receptores de migrantes, lo que ha dado por 

resultado que las legislaturas locales busquen garantizar la paz y el orden observando el 

respeto a los derechos humanos (Bonilla, 20011). 

Varias entidades del país ya han promulgado leyes de protección a los migrantes, los 

migrantes sudamericanos, más las corrientes migratorias nacionales, hacen de este tema un 

asunto de primera importancia. Algunas entidades federativas ya contemplan en sus leyes la 

atención y protección a los migrantes, y son Durango, Zacatecas, Sonora, Distrito Federal, 

Aguascalientes, entre otros (Maldonado, 2011). 

El legislador estatal-como recientemente ha ocurrido en Sonora, debe establecer  un código 

local que coadyuve al migrante en tránsito Que lo identifique y l0 asista. Que convoque a la 

filantropía y compromiso social. Finalmente, que establezca la aplicación de recursos locales a 



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

tareas asistenciales y de orientación, pero sobre todo, que abra la posibilidad de que los 

migrantes menores no sean ajenos en territorio nacional a nuestra nacionalidad (A. Meza, 

2011) 

Por ello es necesario que en Baja California, exista una Ley de Protección al Migrantes, 

marco normativo estatal que apoye y proteja a los migrantes que llegan a esta entidad por 

diferentes motivos, que contenga la perspectiva de género, es decir que establezca el cuidado 

para hombres y mujeres, así como por edad de estos migrantes, y que proteja de manera 

especial a los grupos de edad, niña y  jovencitas. Ya que estas son más vulnerables a los ataques 

no solo por los diversos grupos criminales, sino también son presas de abuso sexual, trata de 

personas, prostitución, y secuestro (Coalipro, 2011). 

El tema migratorio es un proceso que debe llegar a constituirse en un proceso de 

corresponsabilidad de las organizaciones civiles pro migrantes, defensores de los derechos 

humanos, funcionarios públicos de los tres órdenes de gobierno, colegios de profesionistas con 

un enfoque de derechos humanos y género, lo que se verá reflejado en la gobernabilidad local 

(Ruiz, 2011). 

El objetivo es hacer efectivo el cumplimiento de la normatividad que protege y sanciona 

las faltas a los derechos humanos de los migrantes, poniendo como interés superior la 

“Universalidad” de estas garantías independientemente de su nacionalidad (Ruiz, 2011).  

Para agrupar los aportes de los participantes del foro se tomo como base la propuesta 

de la Coalición y se incorporaron sus propuestas. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

 

Propuestas de contenido de la ley  

Principios fundamentales:  

1.  La propuesta de Ley debe tender a fortalecer el reconocimiento de:   

a) Integralidad, acorde con la complejidad de la movilidad internacional de personas, que 

atienda las diversas manifestaciones de migración en México como país de origen, 

tránsito, destino y retorno de migrantes, considerando sus causas estructurales y sus 

consecuencias inmediatas y futuras.   

b) Universalidad independientemente de la calidad migratoria.  

c) Progresividad  donde se deben reconocer los derechos plenos que la humanidad vaya 

reconociendo independientemente del desarrollo económico del país.  

d) Inalienabilidad donde los derechos no se renuncian.   

e) Indivisibilidad donde se deben respetar todos los derechos sin jerarquías. 

Sobre el objeto de la ley: migración y migrantes 

1. Deberá reconocer que la movilidad humana es el ejercicio del derecho humano de toda 

persona a migrar, que incluye las transformaciones positivas que disminuyan las 

desigualdades, inequidades y discriminación.  

2. Dicha ley deberá incluir  a la población migrante deportada de Estados Unidos por Baja 

California, población migrante en tránsito(extranjera y mexicana),  la población  

migrante temporal laboral que trabaja en los valles agrícolas de Baja California. 

3. Principio de igualdad de trato a los extranjeros con respecto a las nacionales quienes 

deben ser tratado sin discriminación.  

4. Deberá contemplar también a la familia del migrante cuando esta se encuentre en el 

Estado.  

5. Deberá tener un enfoque de edad y género, que visualice las necesidades específicas de 

cada población, especialmente de las mujeres, los niños y las niñas.  También al solicitar 

y analizar  la información pública, así como prestar atención a la incidencia de múltiples 

casos de discriminación y violencia contra las mujeres migrantes.  

6. Debe priorizar la reunificación familiar sobre todo en los múltiples casos de separación 

familiar como producto de las deportaciones de Estados Unidos. 

7. Debe considerar que la situación migratoria de una persona no impide el ejercicio de 

todos sus derechos y libertades, especialmente a ser tratado sin discriminación alguna, 

el derecho a la información y al debido proceso. 



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

8. Deberá reconocer que ningún ser humano puede ser considerado como ilegal por su 

condición migratoria.  

9. Deberá fortalecer y fomentar la tradición hospitalaria y de refugio que ha caracterizado 

a nuestro país.  

10. Se debe privilegiar la dignidad y el respeto a la integridad de los migrantes.  

11. Debe estar acorde con la ley migratoria federal y reconocer  las calidades migratorias de 

Visitante, Residente Temporal y Residente Permanente recientemente incorporadas a la 

legislación migratoria.  

12. Debe estar acorde con los instrumentos jurídicos internacionales firmados y ratificados 

por México.  

13. No deberá asociar a la migración con la seguridad nacional ni a la seguridad pública. 

14. Deberá incluir el lenguaje de género, y visibilizar  a las mujeres, niños y niñas migrantes. 

15. Es necesario la estructuración desde la perspectiva de seguridad humana, ya que es un 

concepto integral de seguridad, apartándolo de la visión de la seguridad nacional ya que 

esta apunta a la seguridad y defensa de un Estado o nación, lo que explica el 

endurecimiento de leyes en los diferentes Estados y naciones en contra de los migrantes 

pues la seguridad humana se centra en el beneficiario final de la seguridad, como lo es 

el ser humano. 

16. La Ley deberá establecer una coordinación interinstitucional que permita la observancia 

de los derechos humanos (García, 2011) 

Sobre el reconocimiento, apoyo y financiamiento a las organizaciones 

civiles pro migrantes 

1. Deberá reconocer la labor humanitaria que desarrollan las organizaciones de la sociedad 

civil en pro de los migrantes. Y catalogarlas como entidades de interés público. 

2. La Ley de Migración deberá incluir medidas concretas de reconocimiento público, 

protección eficaz y promoción de la labor a favor de los albergues, casas de migrantes, 

centros de derechos humanos y otras personas defensoras de los derechos de las y los 

migrantes. 

3. La Ley establecerá apoyos financieros a las organizaciones civiles que desarrollan 

acciones sin fines de lucro hacia los migrantes. 

Elementos de pluralidad, diversidad  y rendición de cuentas:   

1. Deberá reconocer que la población en el Estado de Baja California tiene un carácter 

intercultural, expresada en la diversidad sociocultural de sus habitantes, con presencia 

de pueblos indígenas y originarios y  migrantes, así como personas con diferentes 

http://es.wikipedia.org/wiki/Seguridad
http://es.wikipedia.org/wiki/Seguridad_nacional
http://es.wikipedia.org/wiki/Mecanismo_de_defensa
http://es.wikipedia.org/wiki/Ser_humano


  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

nacionalidades, orígenes, lenguas o creencias y que eso es un activo que se debe 

preservar y respetar.  

2. Debe contemplar mecanismos de transparencia y acceso a la información como de 

rendición de cuentas para fortalecer los sistemas de garantías y derechos humanos de 

las personas migrantes previstos en la Constitución.   

3. Deberá fomentar la participación de las organizaciones de la sociedad civil o 

instituciones académicas en los mecanismos de seguimiento y evaluación de la gestión y 

resultados de los distintos programas.   

4. Tendrá que clarificar la relación interinstitucional con la estrategia de protección a 

niñas, niños y adolecentes migrantes, repatriados y en tránsito del gobierno federal, a 

fin de garantizar sus derechos humanos en el Estado. 

Derechos de los migrantes  

Siendo consecuentes con los anteriores principios, la ley deberá establecer que las personas 

migrantes que lleguen al Estado tendrán todos los derechos y ningún acto administrativo 

establecerá restricciones al extranjero, mayores a las establecidas de manera general para los 

mexicanos.  

1. En materia educativa. Los migrantes podrán acceder a los servicios educativos provistos 

por los sectores público y privado, independientemente de su situación migratoria y 

conforme a las disposiciones legales y reglamentarias aplicables. Anexar al artículo sexto 

de la Constitución Estatal, que todo niño o joven el día que inmigre al Estado de Baja 

California, podrá hacer uso de su derecho a la educación, sin importar su condición 

temporal o permanente en el Estado.  

2. En materia de salud. Los migrantes tendrán derecho a recibir cualquier tipo de atención 

médica, provista por los sectores público y privado, independientemente de su situación 

migratoria, conforme a las disposiciones legales y reglamentarias aplicables. De igual 

manera, tendrán derecho a recibir de manera gratuita y sin restricción alguna, cualquier 

tipo de atención médica urgente que resulte necesaria para preservar su vida.  El 

derecho a la salud debe estar garantizado para todos los tipos de migrantes en la 

entidad. Deberá impulsar la creación de un pabellón psiquiátrico, Municipal o Estatal 

que atienda de forma gratuita a la población migrante deportada  con problemas 

psiquiátricos (Kendzierski) 

3. En materia legal. Los jueces u oficiales del Registro Civil no podrán negar a los 

migrantes, independientemente de su situación migratoria, la autorización de los actos 

del estado civil ni la expedición de las actas relativas a nacimiento, reconocimiento de 

hijos, matrimonio, divorcio y muerte. Los migrantes, independientemente de su  

situación migratoria. Tendrán derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica, de 



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

conformidad con lo dispuesto en la Constitución y en los tratados y convenios 

internacionales de  los cuales sea parte el Estado Mexicano. 

4. En materia de justicia. independientemente de su situación migratoria, los migrantes 

tendrán derecho a la procuración e impartición de justicia, respetando en todo 

momento el derecho al debido proceso, así como a presentar quejas en materia de 

derechos humanos, de conformidad con las disposiciones contenidas en la Constitución 

y demás leyes aplicables.  El Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. La ley deberá 

hacer énfasis en la necesidad de reparación del daño a las víctimas de extorsión, 

secuestro y otros delitos. 

5. En materia laboral: los migrantes que lleguen a Baja California tendrán los mismos 

derechos que los residentes en materia laboral, la ley deberá fomentar el empleo 

temporal para los migrantes, como la limpieza de las calles, de los lotes baldíos, etc., así 

como la capacitación para el trabajo. La autoridad laboral estatal estará obligada a 

vigilar el estricto cumplimiento de los derechos laborales de las y los trabajadores 

transmigratorios, así como de sus condiciones contractuales (ingreso, prestaciones y 

seguridad social), independientemente de que se trate de trabajos eventuales y de baja 

calificación laboral; se deberá dar certidumbre jurídica garantizando su derecho a recibir 

un pago acorde al servicio prestado (Galván).  

6. En materia social. Los migrantes que lleguen a Baja California tendrán derecho a los 

programas asistenciales de los tres órdenes de gobierno y igual que cualquier residente 

en el Estado. En los centros de recepción de deportados se debe contar con traductores 

de habla indígena para poder canalizar a la población indígena migrante, según sus 

necesidades. (Vázquez) 

7. En materia económica. Se debe impulsar la creación de  un fondo de apoyo a migrantes 

para ser reintegrados de forma voluntaria  a su  estado de origen. Para los migrantes 

que se queden a radicar en el estado, se deben fomentar los proyectos productivos de 

tal forma que se autoemplen. 

8. La situación migratoria de un migrante no impedirá el ejercicio de sus derechos y 

libertades reconocidos en la Constitución, en los tratados y convenios internacionales de  

los cuales sea parte el Estado Mexicano, así como en la presente Ley.  

9. La personas migrantes no recibirán discriminación alguna en el otorgamiento y 

prestación de bienes y servicios derivados de las políticas, programas y acciones de 

atención a migrantes.  

 

 



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

Elementos de protección al migrante y sus familias 

1. Deberá fortalecer la protección de los derechos y la seguridad de los migrantes 

nacionales y extranjeros, reconociéndolos como sujetos de derechos.  

2. Reconocimiento explícito de la protección que se debe otorgar a  la población migrante 

deportada de Estados Unidos por Baja California y población migrante que transitan por 

el territorio del Estado en situación migratoria irregular.  

3. Incluir acciones que eviten la impunidad y los abusos violatorios a derechos humanos de 

todas las personas migrantes en este entorno de inestabilidad, informalidad, 

delincuencia y la confundida seguridad fronteriza y sus implicaciones.  

4. Que impulse un tratado local California-Baja California que garantice la protección de los 

derechos humanos de los migrantes durante el proceso de detención y/o repatriación, 

en caso contrario hacer valer el arreglo local ya existente en los memorándum de 

entendimientos.  

5. El Estado de Baja California garantizará el derecho a la seguridad personal de los 

migrantes, con independencia de su situación migratoria.   

6. La ley deberá contemplar de manera específica la protección de niñas, niños y 

adolecentes no acompañados. Por lo que obligara al sistema DIF Estatal a concertar 

convenios específicos con el SDIF federal. 

7. La institución que surja de la ley deberá contemplar la capacitación a los actores 

involucrados en atención psicológica e intervención en crisis a mujeres y menores 

migrantes. 

8. Instalar en los tres municipios fronterizos de Baja California, clínicas de asistencia 

médica y psicológica para mujeres migrantes en tránsito, repatriadas y/o víctimas de 

Tratantes de personas. 

9. Establecer convenios locales con las autoridades de California para garantizar un horario 

de deportación de mujeres no acompañadas que evite los riesgos (Galván) 

10. La ley establecerá la obligación de los tres órdenes de gobierno de coordinar acciones 

con el ámbito federal para prevenir y sancionar la trata de personas. Impulsara la 

creación de un centro gubernamental para atender los casos de trata (Galván) 

11. La ley deberá contemplar la creación de un padrón de migrantes con el único objetivo 

de conocer sus características y necesidades para poder ayudarlos. 

12. La instancia que surja de la ley, deberá registrar a los migrantes que requieran apoyos y 

otorgarles un documento temporal para que puedan identificarse antes las distintas 

dependencias  de gobierno. Con un elemento de identificación, que puede ser un 

número, se puede triangular la información entre el migrante y sus familiares a ambos 

lados de la frontera y entre migrantes y otras autoridades, como las de INM, el grupo 

Beta, autoridades médicas, u organizaciones civiles que los ayudan. 



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

13. Entrega de recursos económicos y físicos para la mejor atención de la población 

migrante al Grupo Beta, dándole un reconocimiento como PROGRAMA, y estableciendo 

los componentes y actividades anuales a cumplir. Crear su propio Reglamento, Manual 

de Procedimientos donde se establezca el sistema de selección  y rotación del personal. 

Cabe destacar que el funcionamiento de Grupo Beta depende de la suscripción de 

convenios que se firman entre los Gobiernos Federal, Estatal y Municipal, y que ha sido 

mermado en sus alcances ya que los agentes son requeridos en la guerra contra el 

narcotráfico. Necesitamos consolidar los recursos económicos y humanos para  asegurar 

la continuidad de su funcionamiento.  

14. Los secuestros, el tráfico y la explotación sexual y laboral de migrantes, sobre todo de 

mujeres nacionales y extranjeras y menores, deben ser considerados por el Código 

Penal del Estado de Baja California como delitos graves. Ello, obedeciendo a que la trata 

de personas es un delito de lesa humanidad que se previene y sanciona en el mundo en 

los términos del Protocolo Facultativo a la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Delincuencia Organizada Transnacional, también conocido como Protocolo de Palermo. 

 

 

Gobernabilidad y gobernanza  

La aplicación de la ley corresponderá al Ejecutivo del Estado y a los ayuntamientos, según los 

ámbitos de competencia correspondientes. 

Como consecuencia de la ley, se deberá crear una entidad gubernamental, las 

propuestas que se hicieron fueron las siguientes: 

 El Consejo Estatal de Protección a las Personas Migrantes y sus Familias (Coalipro, 2011, 

Ramírez, 2011, (Kendzierski). 

 Consejo Ciudadano para la Protección y Atención a Migrantes en Baja California (Rocha, 

2011).  

 La Secretaria de Atención al Migrante de Baja California (Jaral, 2011).  

 Dirección de atención a migrantes( Navarro, 2011) 

 Que sea la Procuraduría de los derechos Humanos y protección ciudadana la entidad 

que proteja y vigile, bajo los principios de Paris,  el cumplimiento de los derechos que 

deben gozar los migrantes. 

 

 

 

 



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

La entidad gubernamental deberá tener: 

 

1. Con capacidad jurídica, conformado por representantes de los sectores público, privado 

y social. (Se sugiere incluir acciones e integrantes del  actual Comité Estatal de Apoyo al 

Migrante) Deberá ser dirigido mayormente por actores de la sociedad civil.  

2. Que en principio permita y fomente la participación de la sociedad en la elaboración de 

políticas públicas. 

3. Integrado por expertos que desde diversas disciplinas como el derecho, economía, 

medicina, ciencia política, sociología, etcétera, aporten a la comprensión de la 

complejidad de la migración. El Consejo estará apoyado por un grupo de asesores 

técnicos.  

4. Que sustente sus acciones con la asistencia de instituciones que pueden apoyar, como la 

PDH, la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, El Instituto 

Estatal de las Mujeres, instituciones educativas y de investigación como la Universidad 

Autónoma de Baja California, el Colegio de la Frontera Norte, etcétera.  

5. Podrá celebrar toda clase de acuerdos y convenios administrativos mediante los cuales 

se establezcan los mecanismos de coordinación, colaboración y concertación que 

permitan la participación de los sectores público en todos sus niveles y modalidades, 

social y privado, en materia de atención y protección a migrantes.   

6. Deberá formular y aplicar políticas de atención a migrantes, para lo cual deberá 

proponer las partidas presupuestales necesarias y suficientes para su operación.  

7. Deberá Coordinar ámbito y competencia de los tres niveles de gobierno en relación a la 

población migrante. 

8. Fortalecer las relaciones con los Estados fronterizos de la Unión americana con el fin de 

coordinar acciones conjuntas para el diseño y ejecución de planes, programas y 

proyectos en beneficio de los migrantes y sus familias que complementen los planes y 

programas federales en la materia. 

9. Cooperación y Corresponsabilidad: No sólo entre los niveles de gobierno para 

identificar a bandas de trata de personas, sino la necesidad de establecer procesos de 

cooperación con las OSC y de la participación de la iniciativa privada a través de foros, 

programas y proyectos. 

10. En lo específico, diseñara políticas públicas destinadas a la protección, atención del 

migrantes, así como proyectos que permitan un mejor conocimiento del fenómeno 

migratorio en la entidad. De igual forma, promoverá la convivencia entre la población 

radicada y o nativa del Estado con la población migrante, mediante programas de 

sensibilización y difusión de la problemática del migrante. 



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

11. Vigilar por parte de las ONG locales, la actuación de los Grupos Beta de Protección a 

Migrantes, y la incorporación oportuna de policías municipales y estatales previamente 

capacitados para su especialización en la protección de 105 migrantes. 

 

Se sugieren algunas líneas de política pública 

a) Trato humanitario y personalizado. Capacitar a los servidores públicos que trabajen con 

población migrante en primeros auxilios y atención en crisis, procedimientos de 

canalización a casas de salud, albergues, y Sistema DIF.   

b) Orientación y asistencia a los migrantes para que conozcan los derechos que les asisten 

en México, así como proporcionar información sobre los riesgos de intentar cruzar la 

frontera. Así mismo, deberán brindar servicios de comunicación y búsqueda de 

familiares, inclusive en el exterior.   

c) Promover y prestar servicios de asistencia social, entre los que se incluyan programas 

que impulsen el retorno seguro a sus lugares de origen, con sujeción a los 

ordenamientos jurídicos aplicables y a las normas técnicas relativas.  

d) Apoyo en salud.  Establecer protocolo de primeros auxilios y atención en la salud de los 

migrantes deportados para identificar rápidamente problemas de salud física, mental y 

casos especiales,  en coordinación con las instituciones competentes. Capacitación a las 

organizaciones civiles en materia de situación de crisis y estrés.  

e) Garantizar la reunificación de los menores deportados con sus familias: Podrá trabajar 

en coordinación con el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF Estatal) para 

fortalecer la estrategia de Atención de Niñas, Niños y Adolescentes Migrantes y 

Repatriados No Acompañados propendiendo a la reunificación de los menores 

migrantes y sus familiares, así como la reinserción de los menores a su comunidad de 

origen.   

f) Identificación. Programa de documentación e identificación para la población migrante 

que incluya credencial única para migrantes o placa metálica, actas de nacimiento, 

constancias de estudios. Incluso se propone la creación de un padrón o base de datos 

que contenga el nombre de los migrantes ubicados en la frontera y que esta 

información pueda ser consultada por las OSC.  Para los migrantes que deseen volver a 

cruzar a los Estados Unidos se los proporcione una placa estilo militar de números y 

letras en la cual se especifique el nombre y apellido de la persona así como su lugar de 

origen para en casos en que el perdiera la vida que sea reconocido, que estará en el 

padrón de datos de esta secretaria. 

g) Atención a víctimas de secuestro, trata de personas y cualquier otro delito asociado a 

delincuencia organizada que incluya la creación de albergues que brinden atención 

integral  especializada multidisciplinaria a la población migrante, incluyendo su inserción 



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

a la sociedad y a su familia que garantice la seguridad de quienes deciden denunciar a 

integrantes del crimen organizado altamente peligrosos. 

h) Descuentos en transporte.  Consolidar los acuerdos de cooperación entre los gobiernos 

local y estatal con las empresas de transporte privado que actualmente proporcionan 

descuentos de entre el 50 al 100 por ciento, dependiendo de la disponibilidad de cupos. 

Apoyos económicos para transporte a sus lugares de origen.  

i) Alternativas laborales. Programas de bolsa de trabajo y de capacitación para el trabajo 

con estímulos económicos para la población migrante que se queda en el Estado, todo 

eso en coordinación con la Secretaria del Trabajo y respetando el derecho a no emigrar.  

j) Asesoría y representación en materia jurídica, ofreciendo una opinión legal, atención 

inmediata, presencia en los sitios de hecho, documentación de ayuda con abogados que 

tengan experiencia en materia de derechos humanos.  

k) Difusión de los derechos humanos de los migrantes: Ampliar las campañas de 

sensibilización y educación en los derechos humanos de los migrantes dirigidos a 

centros de educación y a través de medios de comunicación.    

l) Investigación. Desarrollar conocimiento más profundo del fenómeno migratorio a 

través de la investigación especializada. Así mismo, se deberá hacer de conocimiento 

público estos trabajos para difusión y comprensión de esta problemática  

m) Capacitación. Incluir programas de capacitación y sensibilización dirigidos a las 

instituciones gubernamentales y no gubernamentales de atención a la población 

migrante. En especial, capacitar a los elementos de los cuerpos de seguridad pública a 

nivel local y estatal; cursos o talleres de actualización para la profesionalización de los 

diversos funcionarios públicos.  

n) Hacer un estudio y análisis serio, sobre la Ley de Trata de personas a nivel estatal y que 

se desarrollen leyes más severas a quienes incurran en dichos delitos.  

o) Creación de agencias del Ministerio  Público, especializas en atención a la población 

migrante.  

p) Elaborar un catálogo de derechos de los migrantes, entre ellos transitar libremente por 

territorio estatal sin ser detenidos independientemente a su estatus legal; recibir 

información sobre sus derechos y obligaciones. 

q) Elaborar un protocolo que sirva de guía para la prevención de la violencia contra  las 

mujeres indígenas migrantes. 

r) Elaborar estudios, encuestas e investigaciones sobre el fenómeno migratorio y dar 

seguimiento a la operación de la ley.  Integrar una base de datos confiable y objetiva 

sobre las repatriaciones de migrantes, las condiciones de vulnerabilidad, el origen y las 

violaciones a los derechos humanos de que son víctimas, incluyendo la Trata, que 

auxilien en el desafío v ejecución de las políticas públicas en la materia;  y que permita 

monitorear sus trayectorias 



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

s) Fomentar la educación, capacitación y profesionalización de los funcionarios públicos 

relacionados con la problemática de la migración, particularmente la indígena, de las 

mujeres y los niños. 

t) Monitoreo: Constituir una unidad que se encargue del monitoreo y evaluación del 

avance de los indicadores de atención y servicios de los migrantes en la localidad. 

Generar una encuesta anual que refleje la situación en esta materia con el fin de 

obtener insumos para la toma de decisiones a nivel ejecutivo.  

u) Gestión política y estratégica: para la movilización de recursos económicos y políticos 

que incluya la realización de foros donde los diversos actores puedan concurrir y dar 

cumplimiento en materia derechos humanos. 

v) Creación de  agencias del Ministerios Publico especializadas en delitos cometidos contra 

migrantes. Con personal  especializado con sensibilidad.(Navarro) 

w) Contar con un lugar   seguro de protección a migrantes víctimas de secuestro donde 

puedan quedarse mientras  se integra la averiguación  previa.(Navarro) 

x) Difundir mensajes en medios de comunicación masiva que fomenten el desaliento a 

cruzar de manera ilegal promoviendo su retorno y reintegración a su comunidad de 

origen.(Navarro) 

y) Promover y prestar servicios de asistencia social entre los que se incluyan programas 

que impulsen el regreso seguro a sus lugares de origen.(Navarro) 

z) Diagnosticar las capacidades gubernamentales y las condiciones de infraestructura del 

municipio para la atención de la población migrante con el fin de trabajar en 

corresponsabilidades con las OSC.  

Para desarrollar las actividades operativas el ejecutivo se proponen: 

Una oficina de atención al migrante, que no sea una oficina administrativa burocratizada que en 

vez de facilitar el apoyo la obstruya. Esa oficina debe ejecutar las acciones, políticas y 

programas estatales en materia de atención a migrantes surgidas de la entidad  estatal, donde 

se coordinara con las dependencias y entidades estatales y municipales en la operación y 

seguimiento de los diversos programas y acciones que se implementen cuyo destino sea la 

atención de migrantes.  

Consejos Municipales Autónomos de Atención a Migrantes, en los municipios 

fronterizos del Estado de Baja California y con alta población inmigrante (Tijuana, Tecate, 

Mexicali V Ensenada), de participación mixta, que no dependan de la estructura orgánica 

municipal, donde se establezcan las políticas públicas municipales de fomento, promoción, 

protección y defensa de los derechos humanos de las y los trabajadores migratorios y de sus 

familiares. 

 



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

Sus funciones serán:  

a. Conducir y operar las acciones de enlace entre las autoridades federales migratorias 

asentadas en territorio bajacaliforniano, con el fin de procurar la subsistencia 

permanente de los derechos humanos y la atención integral de las necesidades básicas 

de los migrantes.   

b. Fortalecer la relación del Gobierno del Estado con el Gobierno Federal y los municipios 

fronterizos para el desarrollo de proyectos, esquemas innovadores de participación y 

corresponsabilidad para la atención y protección de los migrantes.   

c. Coordinación Institucional. A través de la firma de convenios que faciliten la canalización  

de migrantes hacia casas de salud, albergues de las OSC o del Sistema de Desarrollo 

Integral de la Familia (DIF).  

d. Suscribir convenios con organizaciones de la sociedad civil, dependencias y entidades de 

las administraciones públicas federal, estatal y municipal, para la formulación y 

ejecución de programas y acciones orientados a atender en forma coordinada a los 

migrantes.  

e. Diseñar e implementar, conjuntamente con la Procuraduría de los Derechos Humanos y 

Protección Ciudadana, los esquemas necesarios que garanticen el acceso inmediato de 

los migrantes a los servicios y programas de atención operados por la propia 

procuraduría.  

f. Instrumentar las medidas pertinentes para otorgar y transparentar los apoyos 

financieros a las entidades de interés público (OCS) que desarrollen acciones sin fines de 

lucro hacia los migrantes.   

g. Los 5 ayuntamientos de Baja California se deberán instalarse Centros Municipales de 

Atención a Migrantes o en su caso Comisiones de Asuntos Migratorios, como 

coadyuvantes a las políticas públicas, proyectos, programas, estrategias y acciones 

estatales. 

h. Brindar asesoría para la tramitación de visas humanitarias o permisos para visitar 

enfermos, acudir a las cortes, recibir tratamiento médico.  

i. Deberán incluir campañas de sensibilización en los medios de comunicación para, entre 

otras cosas, destacar los beneficios de la inmigración para fortalecer las economías y las 

culturas regionales, erradicar el discriminatorio termino de "ilegal" para las y los 

trabajadores migratorios (ningún ser humano es ilegal) y erradicar la violencia sexual 

contra las mujeres migrantes. 

 

 

 



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

En materia presupuestal el ejecutivo estatal  deberá: 

a. Deberá incluir anualmente en el presupuesto de egresos del Estado que envía al 

Congreso del Estado los recursos necesarios para la ejecución de y cumplimiento de los 

objetivos y metas establecidos en materia de políticas públicas para los migrantes y sus 

familias, así como los apoyos que beneficien a las organizaciones civiles especializadas 

en atención a la población migrante deportada y en tránsito.   

b. La ejecución de los  programas, fondos y recursos destinados a la atención de migrantes 

será considerada de interés público y, por lo tanto, no podrán sufrir disminuciones ni 

transferirse para otros conceptos en el ejercicio fiscal correspondiente  

c. Gestionar la aportación de recursos públicos y privados para las instituciones de 

cualquier naturaleza que proporcionen servicios gratuitos de atención a migrantes.  

d. Llevar a cabo en coordinación con la Secretaria de Desarrollo Social convocatorias 

anuales de coinversión social Estado-Federación para proyectos que beneficien a la 

población migrante, misma en la que las OSC participantes podrán coinvertir con 

recursos materiales y/o financieros. 

e. El Gobierno del Estado y los Gobiernos Municipales promoverán políticas y mecanismos 

en beneficio de los particulares que otorguen apoyos a instituciones cuyo objeto sea el 

otorgamiento de apoyos gratuitos a los migrantes, mediante el establecimiento y 

otorgamiento de incentivos y facilidades administrativas, en los términos de las 

disposiciones legales aplicables. Dichos incentivos y facilidades podrán también 

beneficiar a aquellas empresas u organizaciones sociales que de manera directa 

otorguen apoyos gratuitos a los migrantes.  

f. Crear un fondo económico o partida especial, o fideicomiso, para pago de abogados 

especiales, para el caso de custodia de menores, deportaciones de madre de familia, 

incapacitados, contestación y representación de demandas civiles y familiares, cobros 

de pensiones alimenticias. 

La ley deberá crear su reglamento y este tendrá que ser (Ruiz, 2011): 

 Que sea enfático en la atención de los Niños, Niñas y Adolescentes y la protección de 

sus derechos, y que se integre a las estadísticas, planes, programas y proyectos en este 

tema;   

 Identificar los factores de vulnerabilidad, y los ámbitos donde se dará la atención: salud, 

educación. Y específicamente, cómo procederá el personal para canalizar a la población 

migrante para que se puedan hacer efectivos los servicios  

 Establecer con claridad los procesos de atención y servicios dirigidos hacia la población 

migrante a través de la generación de Manual de procedimientos y Manual de 

Procedimientos, donde se retome los procesos de registro, documentación y 



  

 

  
 

  
 

  
 

  
 

canalización a las Casas de Migrantes en coordinación con las Organizaciones de la 

Sociedad Civil (OSC). 

 Denuncia y Sanción del irrespeto a los Derechos Humanos de los migrantes a través del 

establecimiento del mecanismo en el reglamento. Es importante citar que existen 

razones para no denunciar delitos ante las autoridades por parte de las víctimas 

destacan la Pérdida de tiempo y la Desconfianza en la autoridad que representan casi la 

mitad de las causas expuestas5.  

 Que la legislatura del Estado de Baja California apruebe un presupuesto suficiente que 

garantice, vía subsidio y mediante convenios fiscales del Gobierno Federal y Estatal con 

las empresas transportistas foráneas, el retorno inmediato a su lugar de origen de 105 

trabajadores migratorios provenientes del sur 0 repatriados, previa entrevista de 

Trabajo Social. Ello, bajo la coordinación entre 105 municipios y las ONG de atención a 

migrantes y de defensa de 105 derechos humanos. 

 

 

                                                           
5
 INEGI resultados de la ENVIPE de 2011. Boletín de prensa núm. 373/11. 20 de septiembre de 2011. 

Aguascalientes, Ags. Disponible en: http://www.inegi.org.mx/inegi/contenidos/espanol/prensa/comunicados 
/envipe.asp Fecha de Consulta: 20 septiembre 2011. 
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